Contribución de la Red Regional de Protección y Derechos Humanos Integrales en Acción A.C. (DHIA) en respuesta al llamado:
Cómo ampliar y diversificar los mecanismos y programas de regularización para mejorar la protección de los derechos humanos de las personas migrantes en situación irregular 
Febrero 2023
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Centro de Derechos Humanos Fray Matías de Córdova A.C.-
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Pamela Franco, pamelafranco@gmies.com y;

Derechos Humanos Integrales en Acción A.C.,

 Diana Solís, analisis@dhia.com.mx.
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La Red Regional de Protección articula a 19 organizaciones y albergues que brindan atención y servicios a personas migrantes y solicitantes de protección internacional para la disminución de los riesgos de protección durante el tránsito migratorio en El Salvador, Honduras, Guatemala y México.. Asimismo, realiza desde hace varios años un acompañamiento integral a personas con necesidades de protección internacional para el acceso a territorio y procedimiento para ser reconocidas como personas refugiadas en México.- Casa Alianza (Honduras), Asociación Lambda (Guatemala), Casa del Migrante de Ocotepeque, Pastoral de Movilidad Humana (Honduras), Casa del Migrante (Ciudad de Guatemala), Casa del Migrante Misión Scalabrini (El Salvador), Casa del Migrante San José – Esquipulas (Guatemala), GMIES (El Salvador) Red Jesuita con Migrantes (Guatemala), Pastoral de Movilidad Humana (Guatemala) y su Red Eclesial de Protección y Monitoreo RPM, Servicio Jesuita con Migrantes – Comalapa, Chiapas (México), Asylum Access México (México), Pop No´j (Guatemala), Consejo Noruego para Refugiados (oficina para Centroamérica), CDH Fray Matías de Córdova (México), Casa del Migrante Scalabrini (México), Servicio Jesuita a Refugiados, Tapachula (México), La 72 Hogar-Refugio para Migrantes (México), Equipo de Reflexión, Investigación y Comunicación (Honduras), Scalabrinianas Misión con Migrantes y Refugiados – SMR (México).
Derechos Humanos Integrales en Acción A.C. (DHIA), trabaja con migrantes y población LGBTTTIQ+ en frontera norte de México. En el área de migrantes tiene un sólido trabajo en la defensa de los derechos humanos de personas adultas en condiciones de tránsito, detención y repatriación, así como de niñas, niños y adolescentes (NNA) migrantes fronterizos, en tránsito y solicitantes de la condición de refugiados.
Preguntas clave y tipos de aportaciones/comentarios solicitados
1. Por favor, indique cómo los procesos de regularización pueden facilitar el disfrute de los derechos humanos por parte de los migrantes, así como su integración cultural, social y económica en las comunidades de acogida, teniendo en cuenta que los y las migrantes en situación irregular viven con el temor constante de ser detenidos o deportados, por lo que quedan excluidos del sistema de protección social como consecuencia de un cambio en la regularidad de su residencia en el país; 
La regularización migratoria y el acceso a la identidad, como derechos llave, son fundamentales para mitigar los efectos de las condiciones de vulnerabilidad de las personas migrantes en situación irregular quienes, sin la documentación y la información necesarias enfrentan múltiples barreras para gozar de sus derechos y defenderlos ante las autoridades en los países de destino.
En este sentido, la regularización migratoria, abre las posibilidades de acceder al bienestar, la protección social y el goce de derechos humanos, a partir de la identidad jurídica. En México el derecho a la identidad y a la regularización, son derechos claves para el ejercicio y acceso a derechos sociales y económicos. 
El marco jurídico en México garantiza el derecho a la educación y el derecho a la salud independientemente de la situación administrativa regular, sin embargo, no sucede lo mismo para el derecho al trabajo. Al estar el derecho al trabajo condicionado a una estancia regular en el país, las personas no cuentan con medios económicos suficientes para acceder a una vida digna.
Tomando en cuenta las severas condiciones de vulnerabilidad con las que las personas llegan a México, después de las múltiples violencias que les obligan a salir de sus países o las violencias vividas en tránsito, la oportunidad de tener un ingreso por alguna actividad remunerada es fundamental para poder acceder a servicios y medios básicos de subsistencia, como alimentación, vivienda, productos de higiene, ropa y calzado. 
De modo que, las escasas vías de acceso a la regularización migratoria reconocidas en el marco normativo y las deficiencias institucionales para garantizar el acceso efectivo a las mismas
, obligan a las personas a recurrir a fuentes de trabajo informal, sin goce de derechos laborales y en condiciones propicias para el abuso.
Si bien, el artículo 1 constitucional establece la igualdad jurídica entre personas mexicanas y migrantes, solicitantes de protección internacional y/o refugiadas, a nivel de política pública no se reconoce a las personas como sujetas de derechos, con la posibilidad de realizar contribuciones sociales significativas desde su ejercicio ciudadano y de participación política, por el contrario se limita su participación en la vida productiva a actividades económicas  en los llamadas empleos de baja cualificación en sectores como manufactura, ensamblaje o  agricultura.
Por otra parte, la regularización migratoria y el acceso a la identidad son una vía para la integración social, de construcción de ciudadanía y de garantía de desarrollo humano integral. En el caso de las niñas, niños y adolescentes (NNA), contar con un documento de estancia regular posibilita la realización efectiva del derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo, en los planos material, físico, mental, espiritual, moral y social. 
Este derecho contempla también la necesidad de garantizar que los NNA sean oídos y sus opiniones tenidas en cuenta en el marco de procedimientos administrativos y judiciales (incluyendo los procedimientos migratorios y de asilo.) que, directa o indirectamente, afectan sus derechos.
Por otra parte, la falta de acceso efectivo a la regularización migratoria en México, en un contexto de securitización de la migración, deja expuestas a las personas migrantes a sufrir detención migratoria en múltiples ocasiones, incluso pese a contar con autorizaciones de estancia temporales como la Forma Migratoria Múltiple (FMM) y la constancia de solicitantes de la condición de refugiadas.
Durante la observación y el monitoreo de la situación de derechos humanos de las personas migrantes que el Colectivo de Monitoreo realiza en la frontera sur de México, se ha documentado el impacto de la falta de acceso efectivo a los procesos de regularización migratoria y protección internacional.
A partir de largos tiempos de espera para obtener una cita, prácticas discrecionales para la emisión de documentos migratorios, falta de información adecuada y suficiente sobre dichos procesos, contención migratoria en espacios masivos no acondicionados para la atención de las personas como campamentos así como uso injustificado de la fuerza pública para la contención migratoria, detención y deportaciones arbitrarias, se limita el acceso a las vías de regularización, con los consecuentes impactos psicoemocionales para vida y la integridad de las personas, particularmente grupos en condiciones de vulnerabilidad como son: mujeres y sus familias, niños, niñas y adolescentes, población LGBTIQ+, personas racializadas, y otras.
Las medidas discrecionales para la gestión migratoria que se enuncian, impiden que el propio Estado cuente con registros que aporten datos para la construcción de políticas públicas y normas que faciliten y gestionen la movilidad en zonas fronterizas de manera eficiente, segura y ordenada y deja de manifiesto la ausencia política de integración social de las personas migrantes y solicitantes de protección internacional cuando ya sea de manera temporaria o permanente cuando las personas optan por México como país de destino.
2. Por favor, comparta ejemplos de soluciones nacionales y regionales para legalizar la estancia de las personas migrantes en situación irregular e indique si su país ha adoptado algún mecanismo, acuerdo, marco o programa bilateral, subregional, regional o internacional, incluido en el contexto de la migración laboral; 
El Salvador
1. Carnetización de niños, niñas y adolescentes en El Salvador
En septiembre de 1992 la Corte Internacional de Justicia, resolvió un diferendo limítrofe entre Honduras y El Salvador, donde este último tuvo que ceder parte de su territorio. Esta decisión significó separar a algunas familias de sus trabajos y a las niñas, niños y adolescentes (NNA) de sus centros educativos, quienes desde ese momento transitan la frontera entre El Salvador y Honduras de forma cotidiana para trabajar o estudiar.
En la frontera de Perquín, no se exigía a los NNA el pasaporte para salir o entrar al país, y se les permitía cruzar la frontera presentando la certificación de la partida de nacimiento¹ y a partir del año 2017  la Dirección General de Migración y Extranjería con el apoyo de la OIM El Salvador, implementó en los meses de agosto y septiembre tres primeras tres jornadas de  carnetización de niñas, niños y adolescentes  beneficiando a un total de 3.702 niñas, niños y adolescentes, posteriormente en noviembre del año 2018 se realiza una cuarta jornada de carnetización, beneficiando un total de 226 niñas, niños y adolescentes.
Durante los dos años se carnetizaron a 3.928 niñas, niños y adolescentes que transitaban en la franja fronteriza entre El Salvador y Honduras por la delegación migratoria en Perquín, Morazán. A partir de los buenos resultados obtenidos en las referidas jornadas, así como las buenas prácticas del trabajo interinstitucional realizado, como una forma de institucionalizar las misma, se integran en la nueva Ley Especial de Migración y Extranjería y su Reglamento, aprobados por la Asamblea Legislativa, en abril 2019, los Art. 106 y 159, respectivamente por medio de los cuales se regula la figura de la persona trabajadoras transfronterizas
Finalmente, en el año 2022, a partir de las necesidades de renovación, reposición por pérdida o deterioro de carné, así como por nuevos nacimientos se articuló el apoyo del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y  el Grupo de Monitoreo Independiente en El Salvador (GMIES) la realización de la quinta jornada de Carnetización, que benefició a 3,373 NNA.
2. Proyecto de carnetización de trabajadores de temporada, transfronterizos y tránsito vecinal fronterizo en El Amatillo, El Salvador
Identificada la necesidad de establecer mecanismos idóneos para el seguimiento del ingreso y la permanencia en el territorio nacional de los trabajadores de temporada, transfronterizos y tránsito vecinal fronterizo, que permitan armonizar las necesidades que tiene esta población en cumplimiento a los tratados internacionales vigentes en la materia; se implementó el proyecto de carnetización e trabajadores de temporada, transfronterizos y tránsito vecinal fronterizo en El Amatillo, El Salvador, el cual tuvo como como finalidad de contribuir al fortalecimiento de las capacidades del Estado salvadoreño, y en cumplimiento de la Ley Especial de Migración y de Extranjería, que contemplan las categorías de personas extranjeras residentes y no residentes.
Esta iniciativa consistió en dotar a las personas trabajadoras transfronterizas o de temporada con una identificación que facilite su tránsito regular, seguro y ordenado a través de la frontera entre El Salvador y Honduras.
El carnet les facilita la realización de actividades remuneradas en El Salvador con todas las prestaciones sociales que establece el Código de Trabajo.  En total se realizaron cuatro jornadas en 2022 donde se otorgó un carnet a un total de 330 personas trabajadoras, el 64.4% de nacionalidad hondureña (206) y el 30% nicaragüense (99) el resto son personas salvadoreñas. Del total, el 64.5% son hombres y el 35.4% mujeres. Al desagregar por subcategoría migratoria, 282 personas obtuvieron carné de trabajador transfronterizo (85.4%) y 17 obtuvieron carné de trabajador de temporada (5.1%), por último 29 personas obtuvieron carné de tránsito vecinal fronterizo.
México
3. Programa Temporal de Regularización Migratoria 
En México se ha implementado el Programa Temporal de Regularización Migratoria
 (PTRM), que permite a personas que llevan 3.5 años o más residiendo en el país de manera irregular, acceder a una residencia temporal con vigencia de 4 años. Dicho programa se implementó hasta 2017 en colaboración con organizaciones de la sociedad civil y organismos internacionales (ACNUR, OIM, UNFPA y PNUD) y benefició a 3,177 en 2015 y 5,726 personas en 2017, de acuerdo con el informe final del programa de 2017, elaborado por el Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración. Desafortunadamente los altos costos que implica la obtención de dicho documento puede constituir una barrera para acceder al mismo.
4. Programa de Regularización Migratoria para personas con documento vencido 
En el mismo sentido, el Programa de regularización por tener documento vencido
 o haber realizado actividades no autorizadas en dicho país, permite a las personas regularizar su condición migratoria, sin embargo, tiene como requisito el demostrar solvencia económica y el pago de una multa onerosa que puede condicionar el acceso a procedimiento.
Este programa no fue ampliamente difundido por las autoridades en materia migratoria y no estuvo disponible en todo el territorio mexicano, sino exclusivamente en ciudades industriales como Querétaro, San Luis Potosí, etc. donde hay presencia de trabajadores migrantes con documentos temporales que pudieran calificar a dicho programa.
5. Proyecto piloto de alternativas a la regularización migratoria para personas haitianas
Debido al incremento del número de personas haitianas solicitantes de asilo y de la negativa de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (COMAR) para reconocer las necesidades de protección de dicha población, que se manifestó en la declaración pública de su titular, en la que expresó que las personas haitianas no califican al asilo por haber residido en otros países en la última década o por “no contar con alguno de los supuestos que se reconocen en la Ley de Refugiados y Protección Complementaria”, la Agencia de Naciones Unidas para los Refugiados y la Organización Internacional para las Migraciones en colaboración con el gobierno mexicano, lanzaron un proyecto piloto para la regularización de personas migrantes haitianas
.
En dicho programa se otorga un documento temporal con vigencia de un año a personas que cumplan con algunos criterios como no ser residentes en otros países, no haber solicitado refugio en territorio mexicano, un nivel básico de dominio del español, entre otros. El programa también contempla la inserción laboral de las personas en ciudades industriales y el perfeccionamiento del idioma español.
Si bien el programa no debe constituir una vía para desincentivar a las personas sobre las solicitudes de asilo ni el idioma debería ser un requisito excluyente, ha significado una opción para la comunidad haitiana para acceder a documentos temporales que les permitan movilizarse desde frontera sur hacia otras ciudades del país con una oferta laboral.
6. Jornadas de acceso a la identidad legal en frontera sur
En 2021, la Organización Internacional de las Migraciones (OIM) impulsó acciones para el registro de niños, niñas y adolescentes hijas e hijos de madres y padres extranjeros
, que debido a la falta de documentos y de un estatus regular en México, habían visto limitada la posibilidad de registrar a sus hijas e hijos.
De acuerdo con la OIM, estas acciones beneficiaron a 56 NNA y fueron implementadas con la colaboración de autoridades municipales y consulares, que facilitaron la obtención de documentos. Este tipo de acciones puede a su vez generar un impacto positivo en las familias, quienes podrían acceder a un estatus migratorio regular por vínculo familiar.
6. Integración de personas migrantes deportadas desde EEUU a Frontera Norte
En 2011, la Organización Internacional para las Migraciones estableció un acuerdo de colaboración con el gobierno municipal de Ciudad Juárez, Chihuahua, el cual contemplaba distintas esferas en materia de reintegración (laboral, formación, validación de documentos escolares, préstamos a microempresas)
.
El acuerdo se enfocó en aquellas personas que se encontraban siendo retornadas hacia la localidad. Doce años después, el retorno de personas en situación de movilidad humana hacia esta frontera, continúa incrementando, y, las condiciones para lograr integrarse, cada vez son más complejas. 
Actualmente, existen dos espacios públicos donde se asiste a personas en movilidad en su búsqueda de empleo: el Centro de Atención Integral a Migrantes (CAIM), dependiente del Consejo Estatal de Población, y, la oficina de Atención a Migrantes, parte de  la Dirección de Derechos Humanos del Municipio. Ambas dependencias, en colaboración con el sector empresarial y el Servicio Nacional de Empleo, brindan a la población en movilidad humana la posibilidad de vincularse a un empleo formal, con los consecuentes beneficios de seguridad social.
Si bien, la iniciativa es adecuada para la integración laboral en la localidad, aún existen retos, como la necesidad de contar con un número de Clave Única de Registro de Población (CURP), misma que se obtiene a través de la Tarjeta de Visitante por Razones Humanitarias (TVRH). 
De la mano, un esfuerzo realizado en la localidad en 2022, con impulso de la federación, a través de la Secretaría de Bienestar y el Sistema de Administración Tributario, se instaló un módulo al interior del Centro Integrador para el Migrante Leona Vicario, en el cual se tramita el Registro Federal de Contribuyente (RFC) para personas en movilidad que cuenten con Clave Única de Registro de Población y algún documento migratorio vigente, ambos documentos funcionan para acceder a un empleo formal y como identificación, respectivamente.
Lamentablemente, la iniciativa duró pocas semanas, ante la falta de recursos humanos para atender dicho módulo. Finalmente, se observa la necesidad de que los bancos modifiquen los requerimientos para apertura de una cuenta bancaria, ya que actualmente solicitan, además de la TVRH, pasaporte vigente, obstáculos para quienes se encuentran huyendo de conflictos políticos en sus países de origen, por ejemplo.
7. Otras consideraciones en el marco de acuerdos migratorios México-EEUU
Finalmente, en el marco de los acuerdos migratorios entre México y Estados Unidos en enero de 2023, México se comprometió a recibir a 30 mil personas solicitantes de asilo en EEUU mensualmente
, quienes estarían a la espera de ingresar a dicho país. Sin embargo, no hay claridad sobre el estatus migratorio de las personas en México, lo que les dejaría en mayores condiciones de vulnerabilidad sumado a que constituye una barrera para acceder a otros derechos como la vivienda digna, salud, educación, etc.
Hay evidencia de que en estos acuerdos bilaterales además de violar el derecho de las personas solicitantes de asilo de ingresar al territorio del país donde solicitan acceso al procedimiento, no se ha desplegado una estrategia de protección para que las personas puedan esperar en condiciones de seguridad y dignidad, que les permitan continuar con sus planes de vida de manera temporaria en México.
Por el contrario, aproximadamente 71 mil personas solicitantes de asilo que fueron devueltas a México bajo este programa entre enero de 2019 y enero de 2021, estuvieron expuestas a la violencia por delincuencia organizada en la frontera norte de México y con limitado acceso a servicios básicos, como consta en el informe de Human Rights Watch: Quédate en México, información y recursos.

3.Por favor, comparta ejemplos de prácticas prometedoras, incluyendo programas ad-hoc y mecanismos de regularización permanente que su país o región haya adoptado para promover un enfoque basado en los derechos humanos respecto a la migración. Sírvase indicar los desafíos específicos que su país ha encontrado en los procesos de regularización, prestando especial atención a la forma en que tales problemas afectan a los trabajadores migrantes, las mujeres y las niñas, los niños y otras personas y grupos; 
El Salvador
1. Residencia para mujeres migrantes 
En El Salvador, la Ley Especial de Migración y Extranjería, reconoce la categoría migratoria de acompañamiento familiar en el país, cuando el cónyuge o el conviviente sea de nacionalidad extranjera y su deseo es radicarse en El Salvador (Art. 109 numeral 8). El GMIES reconoce a dicha categoría como una alternativa de reunificación familiar. Sin embargo, la estancia regular que habilita esta categoría migratoria no faculta a la persona migrante a que pueda ejercer un empleo remunerado o de acceder a la educación, pues según la Ley estas actividades están contenidas en otras categorías migratorias.
En ese sentido, si bien es cierto, es permitido el cambio de categoría atendiendo a la coyuntura de la persona, lo cierto es que se puede convertir en una limitante para adquirir un estatus migratorio regular, debido a que no todas las personas cuentan con el poder adquisitivo suficiente para asumir los gastos de aranceles administrativos cada vez que se hace el cambio de trámite y, por otra parte, condiciona la permanencia regular al acompañamiento y, para el caso de las mujeres, si desean independencia económica deben encontrar una fuente formal de empleo y tramitar el permiso correspondiente. En caso de querer desarrollar una iniciativa productiva, ésta debe ser lo suficientemente rentable para constituirse en una fuente de ingreso.
México
1. Procedimientos acotados de COMAR
Ante el incremento de personas solicitantes de asilo en México y la diversificación de nacionalidades, que ha supuesto desafíos para la atención integral y eficiente por parte de la institución, la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados impulsó cambios para la simplificación de sus procesos como la fusión del registro y determinación de la condición de refugiada, lo que permite a personas con condiciones de vulnerabilidad agravadas acceder a un estatus migratorio regular en menos tiempo.
Asimismo, la ampliación del término de persona refugiada reconocido en la Ley de Refugio y Protección Complementaria a partir de la Declaración de Cartagena,  para países que enfrentan violencia generalizada como Honduras, El Salvador y Venezuela, ha permitido una alta tasa de reconocimiento sobre las necesidades de protección de personas provenientes de dichos países y junto a otras medidas como la creación de Unidades de País, han sido reconocidas por la propia Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

2. Ruta de protección a la niñez migrante
La armonización de la Ley de Migración y la Ley de Refugio, Asilo Político y Protección Complementaria con la Ley General de Niños, Niñas y Adolescentes en 2020, cuyos principales avances son la prohibición de la detención migratoria de la niñez y sus familias, así como la garantía del interés superior de la niñez sobre el procedimiento administrativo migratorio, ha generado importantes avances para la protección  de la niñez  migrante, como el establecimiento de la ruta de protección de las niñas, niños y adolescentes en situación de migración.

Dicha ruta establece entre otras medidas que, cualquier autoridad que tenga conocimiento del ingreso de niñas, niños y adolescentes al territorio nacional, deberá notificar a la Procuraduría de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes (PPNNA) y, por su parte, el Instituto Nacional de Migración deberá regularizar su condición migratoria a solicitud de la Procuraduría y con independencia del procedimiento administrativo migratorio o si se reconocen necesidades de protección internacional.
Desafortunadamente, en la práctica, hay importantes desafíos para su implementación como la generación de capacidades financieras y técnicas, la independencia de las procuradurías respecto del INM y otros, que impiden su correcta aplicación y, por ende, implican violaciones reiteradas a derechos humanos de los NNA y sus familias. 
En las labores de acompañamiento que la Red Regional de Protección realiza para el ingreso a territorio de personas solicitantes de refugio, alrededor del 80 por ciento de las personas en 2021 y 2022 que recibieron esta atención se desplazaban en familia.
Durante los acompañamientos, la Red pudo documentar que, para esos años, las familias solicitantes de protección internacional enfrentaron reiteradamente el rechazo del INM para ingresar a México por frontera terrestre en el sur. 
En 2021, en ningún caso, pudieron acceder a un estatus regular en tanto el procedimiento de acceso a refugio seguía su curso y enfrentaron separación familiar, detención migratoria y otras violaciones a derechos humanos con notables impactos psicoemocionales para la niñez y sus familias.
3. Tarjeta de Visitante por Razones Humanitarias para personas en condiciones de vulnerabilidad
La Ley de Migración prevé la obtención de una Tarjeta de Visitante por Razones Humanitarias para personas que enfrentan condiciones de vulnerabilidad agravadas que imposibiliten su retorno o deportación a país de origen, por ejemplo, situaciones de salud física o emocional agravadas. En estos casos, las personas acceden a una residencia temporal anual, que les permite regularizar su situación migratoria, sin embargo, dicho estatus no implica la posibilidad de acceder a un cambio de condición posteriormente, y tampoco es una vía para acceder a la regularización permanente, pese a que la persona genera un arraigo en la comunidad de acogida.
Si bien esta tarjeta es una medida para garantizar la protección de la persona, su carácter temporal implica incertidumbre permanente sobre la renovación de la condición migratoria y limita las posibilidades de acceder a medidas que permitan restablecer los planes de vida de las personas y, en consecuencia, superar las condiciones de vulnerabilidad que enfrentan.
4. Tarjeta de Visitante por Razones Humanitarias para víctimas de delitos graves
La Ley de Migración también contempla la posibilidad de que personas que han sido víctimas o testigos de un delito grave en México, puedan acceder a una condición de estancia regular por razones humanitarias que les permita a su vez la búsqueda de justicia en el territorio. 
Se trata de una tarjeta con estatus de residente temporal que tiene vigencia de 1 año y que está condicionada al estado procesal de la denuncia, por lo tanto, anualmente las víctimas deben acudir al juzgado para solicitar dicha constancia y con ello poder renovar la tarjeta. Este requisito genera costos adicionales para personas que viven en un estado de la república distinto al de donde pusieron la denuncia, lo que sumado a la falta de vinculación interinstitucional para dicho procedimiento puede generar condiciones revictimizantes para las personas.
5. Marco Integral Regional para la Protección y Soluciones para abordar el desplazamiento forzado en Centroamérica y México (MIRPS)
Esta iniciativa de cooperación regional constituida en 2017 a partir de la Declaración de San Pedro Sula, busca articular a gobiernos, organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil para mejorar la respuesta y protección de las personas desplazadas de manera forzada en la región. 
Entre sus objetivos primordiales el MIRPS brinda apoyo técnico para el diseño, implementación y evaluación de planes regionales para una respuesta inmediata a los desplazamiento, así como la creación de soluciones y oportunidades para la integración de las personas desplazadas en los países de la región.
4. Sírvase destacar cualquier contribución de los migrantes, incluidos las y los trabajadores migrantes, a la economía y la sociedad de las comunidades de acogida; 
Además de las contribuciones económicas por concepto de remesas que las personas migrantes realizan a los países de origen, y que, en algunos países de renta media o baja como México y el triángulo norte de Centroamérica, representan una de las fuentes principales de ingresos del Producto Interno Bruto (PIB), las personas en movilidad realizan importantes contribuciones a partir de sus saberes y su cultura.
1. Programa de Emergencia Social (PES)
En México, la Secretaría del Bienestar implementa el Programa de Emergencia Social, que emplea a personas solicitantes de refugio durante el tiempo que dura su procedimiento, con una carga horaria de 20 horas semanales por una retribución económica. El Programa no implica una vinculación laboral y por lo tanto, las personas que participan no gozan de derechos laborales. 
En Tapachula, Chiapas, ciudad fronteriza del sur de México, el programa ha sido utilizado por empresarios locales para la contratación de trabajadores para la construcción de centros comerciales y la ampliación del aeropuerto de la ciudad, así como para la contratación de personas traductoras de creole en hospitales públicos u oficinas para mejorar el acceso a servicios.
De acuerdo con los testimonios documentados de personas beneficiarias del Programa, este no contempla una identificación de habilidades y saberes, que permitan a la persona tener una primera oportunidad de empleo en México y posteriormente incorporarse al mercado laboral con experiencia previa en el país.
Con una correcta identificación de perfiles, vinculación con el sector público y privado y una relación laboral formalmente establecida, el programa podría maximizar sus impactos, al tiempo que se reconoce el aporte de las personas solicitantes de refugio en el país.
2. Programa de Integración Local (PIL)
El Programa de Integración Local implementado por la Agencia de Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), es una estrategia para la reubicación de personas refugiadas desde la frontera Sur de México a ciudades industriales donde pueden acceder a un empleo.
Dicho programa contempla un alojamiento temporal, capacitación para el empleo, oportunidades laborales e inserción escolar y de acuerdo con la propia Agencia, prevé la reubicación de 20 mil personas por año
. De modo similar al PES, el PIL tiene el desafío de ofrecer oportunidades laborales acorde con los saberes y profesiones de las personas, así como la diversificación de las ciudades de acogida y una integración progresiva y no delimitada por el acceso al empleo, que en este caso, una vez que se tiene un ingreso la persona deja de recibir apoyo económico directo desde el Programa.
Por otra parte, el programa está condicionado por la situación migratoria de las personas, lo que ha implicado que, ante la implementación de medidas discrecionales por parte del Instituto Nacional de Migración para la emisión de documentos, prácticamente el programa se paralizara en el segundo semestre de 2021, con los consecuentes impactos las posibles beneficiarias y para la comunidad.
Este programa beneficia a las personas en el proceso de integración, al tiempo que contribuye económicamente en las comunidades de acogida, y podría ampliar sus impactos positivos con la ampliación de ofertas laborales profesionales o bien con fondos semilla para personas emprendedoras.
3. Otros aportes y experiencias de solidaridad 
Los sismos de 2017 ocurridos en Ciudad de México y el istmo de Tehuantepec, dejaron consecuencias devastadoras para algunas comunidades. Las personas migrantes alojadas en el albergue Hermanos en el Camino en Ixtepec, Oaxaca participaron activa y voluntariamente durante las tareas de emergencia en la atención, rescate y reconstrucción de viviendas y espacios de servicios públicos.
En el marco de la pandemia por COVID-19, los gobiernos de México y Cuba realizaron un convenio de colaboración para que médicas y médicos cubanos viajaran a México ante el déficit de profesionales de la salud. En 2022, nuevamente una delegación de médicas cubanas se trasladó a México para fortalecer las capacidades institucionales en materia de salud
. El titular de la Secretaría de Salud reconoció públicamente el aporte de las delegaciones de médicas y médicos y señaló las graves consecuencias que ha tenido en la salud pública la falta de atención médica especializada.
Recientemente, ante el incremento en la llegada de personas haitianas a Tapachula y la falta de atención desde las instituciones, las comunidades haitianas se han organizado colectivamente para brindar asistencia humanitaria e información a otras personas migrantes que recién llegan a la ciudad, así como para articular esfuerzos hacia la exigencia del respeto a sus derechos humanos, a través de la Asociación de Refugiados Haitianos en Tapachula y otras colectividades.

Estas son algunas de las iniciativas institucionales y sociales no institucionalizadas que visibilizan los aportes de las personas migrantes, solicitantes de refugio y refugiadas en las comunidades de acogida, lo que sumado a los aportes económicos que realizan a los países de origen y desde su participación en la economía de los países de acogida, permiten dimensionar los beneficios sociales y económicos de la movilidad.
5. Compromiso con las organizaciones de la sociedad civil, las instituciones nacionales de derechos humanos y otras partes interesadas: Sírvase proporcionar información sobre iniciativas, acciones y programas concretos relacionados con la regularización de personas migrantes en situación irregular que hayan sido desarrollados, incluso de manera conjunta, por organizaciones de la sociedad civil, instituciones nacionales de derechos humanos y otras partes interesadas en su país. Sírvase explicar en qué medida se tiene en cuenta la labor de las organizaciones de la sociedad civil y otras partes interesadas para fundamentar las políticas nacionales; 
El Salvador
1. Programa de asesoría y acompañamiento legal desarrollado por GMIES
GMIES desarrolla acciones desde el 2012, que impulsen a la población migrante intrarregional que vive en El Salvador, para ejercer liderazgo en la defensa de sus propios derechos, primordialmente, en lo relativo al acceso al trabajo y los consecuentes derechos laborales.
Uno de los desafíos más recurrentes es la irregularidad migratoria, el programa que GMIES desarrolla con la población migrante extranjera en El Salvador consiste en brindarles asesoría y acompañamiento legal cuando existe un interés o la necesidad de regularizar su condición migratoria. 
Lo anterior implica una coordinación interinstitucional con la Dirección General de Extranjería, el Ministerio de Trabajo y Previsión Social, el Instituto Salvadoreño del Seguro Social y otras instancias. Asimismo, se ha realizado una colaboración con autoridades consulares para la extensión de dichos servicios a la organización.
México
1. Programa Especial de Regularización Migratoria 
Como se mencionó anteriormente, los dos Programas Especiales de Regularización Migratoria que se llevaron a cabo en 2015 y 2017 a partir de la coordinación entre autoridades nacionales, locales, organizaciones de la sociedad civil y organismos internacionales, beneficiaron a personas que no contaban con alguno de los supuestos establecidos por la Ley de Migración (vínculo familiar u oferta formal de empleo).
El diálogo y vinculación interinstitucional fue fundamental para lograr criterios efectivos y una implementación eficaz que pudiera alcanzar al mayor número de personas beneficiarias. En este sentido, la participación del Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración, como órgano consultivo en materia de política migratoria para el estudio y definición de la estrategia conjunta permitió generar propuestas y acuerdos consensuados desde las distintas organizaciones y territorios de aplicación.
2. Armonización de la Ley de Migración, Ley de Refugio y Protección Complementaria y Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes
Como resultado del esfuerzo de organizaciones de la sociedad civil con el apoyo de organismos internacionales, en 2020 se aprobó la reforma en materia de infancia y adolescencia migrante, que como se mencionó líneas arriba, prohíbe la detención migratoria de niñas, niños y adolescentes y sus familias y sienta las bases para generar modelos alternativos de atención y protección a las familias en situación de movilidad.
Este proceso de reforma tiene fundamento además en diversas opiniones consultivas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, particularmente la opinión 21/2014 donde se establece que “los Estados no pueden recurrir a la privación de libertad de niñas o niños para cautelar los fines de un proceso migratorio ni tampoco pueden fundamentar tal medida en el incumplimiento de los requisitos para ingresar y permanecer en un país”.
3. Acceso pleno y permanente de la defensoría pública a centro de detención migratoria
En 2022, la Defensoría Pública Federal obtuvo un amparo en el que un juez le concedió acceso pleno y permanente a la Estación Migratoria Siglo XXI. Como organismo público autónomo, la Defensoría brindaría información, asesoría y representación legal a las personas migrantes que se encuentran detenidas.
A partir de la observación y monitoreo que realizan las organizaciones de la sociedad civil, organismos autónomos de derechos humanos y organismos internacionales en los centros de detención migratoria en México, se ha documentado que la falta de acceso a información adecuada y suficiente sobre los procesos de asilo y regularización migratoria que, sumado al aislamiento e incomunicación y las malas condiciones de infraestructura de dichos espacios, generan un entorno donde se violan sistemáticamente los derechos humanos de las personas.
La sentencia sienta un precedente para garantizar que las personas migrantes puedan contar con información que les permita tomar decisiones sobre sus planes de vida, así como seguridad jurídica y asesoría gratuita, y al mismo tiempo, deja de manifiesto la importancia del monitoreo constante de los centros de detención migratoria.
4. Comisión Estatal de Derechos Humanos y estudios de vulnerabilidad para la regularización migratoria
De acuerdo con las facultades que la propia Ley de Migración otorga a las instituciones como las Comisiones de Derechos Humanos o el Sistema para la Protección Integral de la Familia, estas pueden realizar estudios sobre las condiciones y grado de vulnerabilidad de las personas migrantes a partir de los cuales el Instituto Nacional de Migración considere y emita una Tarjeta de Visitante por Razones Humanitarias.
Las Comisiones Estatales de Derechos Humanos en Veracruz y Jalisco, realizan dichos estudios, a partir de los cuales las personas se solicita que las personas puedan regularizar su situación migratoria en México y con ello, se facilita el acceso a la salud, educación, empleo y otros derechos, esta práctica también exime a las personas del pago de derechos, con lo que se garantiza el acceso efectivo al procedimiento.
5. Sírvase proporcionar información sobre cualquier medida legislativa y política específica o adicional, así como sobre los desafíos en el contexto de la pandemia de COVID-19 en la aplicación de los programas de regularización; 

Las organizaciones de la sociedad civil pertenecientes a la Red Regional de Protección han documentado que la suspensión de plazos administrativos y judiciales, han tenido importantes impactos en el acceso a procesos de regularización migratoria y de protección internacional en los países en donde realizan su trabajo.
La dilación en los procedimientos es el principal efecto de dicha suspensión, lo que impacta negativamente en la posibilidad de acceder a otros derechos vinculados a la regularización y, en la continuidad en los planes de vida. La suspensión de términos en México ha permitido que la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados exceda la emisión de resoluciones incluso más de un año.
En el mismo sentido, la intención de migrar el sistema de citas de COMAR e INM a un sistema totalmente virtual, ha generado confusión y barreras para que las personas puedan efectivamente acceder a los procedimientos migratorios con celeridad.
Por otra parte, las condiciones para que las personas puedan acceder a documentos de identidad en países de origen se han complejizado, y la excepcionalidad para el reconocimiento de documentos vencidos o la no presentación de requisitos específicos, no ha sido inmediata ni generalizada en la región.
Dichas modificaciones han puesto de manifiesto la necesidad de fortalecer no solo la vinculación interinstitucional para generar modificaciones a las prácticas y políticas migratorias que respondan a las necesidades de las personas, sino el papel fundamental de autoridades judiciales en la protección de las personas ante dichas prácticas y normas.
Ejemplo de lo anterior fueron las medidas emitidas mediante la resolución de un amparo
 promovido por organizaciones de la sociedad civil en México, para que las personas detenidas en las estaciones migratorias fueran liberadas como medida para mitigar los riesgos de contagio por COVID-19 y con ello garantizar el acceso a la salud y la no discriminación.
Desafortunadamente, en la implementación de la orden, el Instituto Nacional de Migración no tomó en cuenta las garantías mínimas de protección en acceso a la salud, información, seguridad y no discriminación, sino que únicamente se liberó a las personas, sin certeza sobre acceso a procedimientos o vías para un retorno ordenado y seguro a sus países de origen.
Por otra parte, también en el contexto de la pandemia por COVID-19 organizaciones de la sociedad civil promovieron un amparo
 para garantizar el acceso a la salud de personas migrantes en frontera norte, cuyo principal efecto fue la determinación judicial de que autoridades efectuaran acciones y legales para la elaboración de un protocolo que facilite la reunificación familiar en EEUU de niños, niñas y adolescentes migrantes no acompañados. Se determinó también que dos adolescentes identificadas en un juicio deben ser localizadas y asegurar la reunificación con sus familiares en EEUU.
La pandemia también trajo consigo un retroceso en los esfuerzos para eliminar la xenofobia y discriminación. Desde marzo de 2020 que se comenzaron a contabilizar los casos positivos en los países de la región, los países comenzaron a dictar medidas de contingencias para evitar la propagación.
Algunas de estas medidas incluyen acciones como la cuarentena domiciliar obligatoria, toques de queda y, hasta, cierre de fronteras, lo que dejó atrapadas en franjas fronterizas a personas que no lograron retornar a sus comunidades de origen o destino.
En el caso de Centroamérica, estas personas migrantes, algunos con documentación, la mayoría irregulares, eran personas trabajadoras que en el día o semana permanecen en un país y, en la noche, retornan a su origen.
Imposibilitados de hacerlo, fueron albergados en centros de resguardo, la mayoría sin las condiciones de salubridad, alimentación, e insumos básicos de subsistencia, para lograr afrontar el período de cuarentena dictado, y otros, quedaron en condición de calle, por no tener empleo ni recursos para pagar un lugar de alojamiento ni alimentación.
Ante estas circunstancias, la ayuda humanitaria que brindan las organizaciones fue crucial, así como acciones de incidencia ante los Estados para el reconocimiento de las necesidades de acciones urgentes de protección a dicha población
En las comunidades de acogida, creció el temor a que estas poblaciones eran portadoras del virus y que, por lo tanto, no debían ser aceptadas ante el temor, la incertidumbre y la desinformación, la xenofobia creció e incluso se manifestó desde las propias instituciones, como ejemplo el mensaje público del Instituto Nacional de Migración en México, en el que se comunicó la posibilidad de activar medidas de contención migratorias ante un posible éxodo, que incluían penas de cárcel de 5 a 10 años, por representar una “amenaza” para la salud pública, que posteriormente fuera refutado públicamente por el subsecretario de prevención y promoción de la salud, Hugo López Gatell, quien afirmó que 2,500 personas no representan un riesgo para la salud pública.

7. Sírvase incluir cualquier otra información pertinente relacionada con la regularización de las personas migrantes en situación irregular. 
Como se mencionó anteriormente, en México existen pocas vías de acceso a la regularización migratoria, limitadas a partir de prácticas discrecionales de las propias autoridades en la materia, lo que obliga a las personas a optar por vías irregulares para transitar desde la frontera sur hacia otros estados con mayor infraestructura de acceso a servicios o hacia los Estados Unidos.
La normativa mexicana no contempla la regularización por arraigo, por lo que salvo los periodos especiales en los que se han activado los programas temporales de regularización migratoria, personas que han vivido en situación irregular por un periodo considerable de tiempo, no pueden acceder a este derecho.
Por otra parte, los altos costos que implican los trámites de regularización tanto en México como en Guatemala, cuando se trata de personas que llevan muchos años en una situación irregular, impiden que las personas puedan acceder a un cambio de condición.
Persisten otras barreras como las limitantes en la representación consular para el caso de personas de Nicaragua o Venezuela, que también implican costos elevados para la gestión de trámites y documentos o bien barreras para el acceso a procesos en países de destino.
La preservación de la unidad familiar es otro de los desafíos importantes en materia de regularización puesto que, en el caso de las personas que son reconocidas como refugiadas en México, la protección solo alcanza a familiares en línea directa en primer grado, es decir, padres, madres, hijos e hijas.
Esto no sucede para el caso de quienes cuentan con protección complementaria ni para personas que han accedido a la regularización a partir de los programas especiales de regularización migratoria.
Estas limitaciones en el acceso a derechos para personas solicitantes de refugio o con Tarjeta de Visitante por Razones Humanitarias que se mencionan a lo largo de este informe, generan una ruptura permanente en los planes de vida y en la restitución de derechos.
Por otra parte, es importante el reconocimiento de necesidades diferenciadas y medidas que den respuesta a las mismas en el caso de grupos en condiciones de vulnerabilidad como la niñez no acompañada, a quienes se les impide renovar sus documentos una vez que alcanzan la mayoría de edad, sin tomar en cuenta qué condicionantes permanecen.
En el caso de los niños, niñas y adolescentes nacidos en México con padres extranjeros, existen múltiples barreras para que los familiares puedan regularizar su situación en razón del vínculo familiar como lo establece la Ley de Migración y es prácticamente imposible para los padres de niños y niñas que mueren al nacer.
En el mismo sentido, la imposibilidad de que los familiares de personas migrantes desaparecidas en México puedan acceder a un documento, limita las posibilidades de acceso a la justicia, incluida la búsqueda.
A modo de conclusión, las políticas, proyectos y programas que se mencionaron en el informe generan evidencia hacia una ampliación de los marcos de acceso a vías de regularización y protección de las personas migrantes en México y norte de Centroamérica, que no estén condicionadas por la capacidad económica de las personas migrantes para acceder al pago de multas o derechos. 
Asimismo, queda de manifiesto que la cooperación de dichos países en los últimos años ha estado enfocada en la externalización de las fronteras y el control migratorio, y no así en prácticas y políticas que permitan garantizar el acceso efectivo a derechos de la población migrante y solicitante de protección internacional, con independencia de su condición migratoria.
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